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3. De las actuaciones remitidas por el Juzpdo de Instrucción de
Naval~oral de la ~ata resulta que la aetara no mvoc6, en el trámite de
apelaclOn, la lesIón de derechos fundamentales que prescribe el
arto 44.1 c). de la LOTC No se encuentra, en efecto, mencIón alguna a
la vulneraCIón del arto 24.1 CE., que habrlaocasionado la falta de
convocatoTla de la ~etora por el Juzgado de. Distrito al juicio de faltas,
ni en el acta de la vista del recurso de apelaCIón ni en la nota presentada
para dicha vista donde la CLEA se limita a solicitar que se la absuelva
de la responsabilidad civil subsidiaria declarada en la resolución
apelada. Esto impide que nos pronunciemos ahora acerca de los efectos
de aquella· falta en la Sentencia de primera instancia, cuestión traídaper
saltum a este proceso constitucional, y debamos limitarnos al examen de
los motivos de amparo alegados en relación con la decisión del Juez que
resolvi6en la apelación.

4. Así delimitado su objeto, la cuestión se identifica con la resuelta
en la STC 146/1990, estimatoria de un recurso de amparo asimismo
dedUCIdo por la CLEA y con Ig\la! causa de pedir. Procede, pues, que nos
atengamos.a lo ya.~nton~es cof\Sideradoy decidido, comenzando por
estudiar la lmputaclOD de msufiéiente motIvaeión.vulnerando el derecho
de la actora a la tutela judicial,eftctj'ila (art. 24.1 CE.).

La <;:LEA. basaba en la apelaCíób $u pretensión revocatoria de la
SentencIa de mstancla, que la había declarado responsable civil subsidia·
ria, en la contradicción con lo dispu$to en el arto 4.3 del Real Decreto·
ley 10/1984, de 11 de julio, seg~n el oual «én ningún caso la Comisión
sus órganos rectores o sus represen~tes ·serán considerados deudores ni
responsables de las obligaclOn~ a car¡o de las entidades en Jas que
aquélla actúe como liquidado!». AdllOÍa también el arto 31.1 de la Ley
33/1984, de 2 de agosto, sobre Ordena<;ión del $e&uro Privado, en virtud
del cual las aseguradoras en período de liquidación «conservarán su
personalidad jurídica», pudiendo -añadía la actora- ser declaradas
responsables civiles. Esta pretensión fue desestimada en uria Sentencia
cuyo, único fundamento jurídico, dedo simplemente: «que por sus
propiOS fundamentos procede coofinnar en todos sus extremos la
Sentencia apelada, l!"r ajustarse a la realidad del (sic) relato táctico que
en la misma se conhene y ser conforme (sic) a Derecho los fundamentos
jurídicos de la misma». "

El Juez de Instrucción, pues. se limitó a asumir en su integridad la
Sentencia del Juzgado qe Distrito, sin añadir nuevos fundamentos
efectuando así una motivación pqf remisión, sobre cuya validez, e~
abstracto -recuerda la STC 146/1990-, ya se ha pronunciado este
Tribunal en distintas resoluciones, entre las que cabe resaltar los AATC
688/1986 y 956/1988, señalando que «unafl1Ddamen!ación por remisión
no deja de serlo ni de satisfacer lae~igencia contenida en el derecho
fundamental que se invoca». La validez ex arto 24.1 CE. de la Sentencia
de remisión dependerá así de que· la cuestión sustancial.·hubiera sido ya
resuelta en la Sentencia de primera instancia fundamentando suficiente­
mente la decisión sobre aquella cuestión.

~er.o J.1o ha sido asi en este ~SOi la declaración de responsable civil
subSldlano de la.Cq:A en lugar de la compañía de seguros «Mediodía»
...,ntldad en hquldaclón- no fue cUestión dehatida en'el juicio de faltas
celebrado ante el Juzgado de Distrito; cl,l las actuaciones del mismo sólo
consta un escrito del Liquidador delevado de la CLEA en la referida
aseguradora que se limita a advertir de la exigencia Ie~ y reglamentaria
de que se suspendIese la ejecución de la resolUCJón definitiva que

Sala Segunda. Sentencia 2811992. de 9 de marzo. Recurso
de amparo U91/1989. Contra Sentencia de la Magistra·
tura de Trabajo núm. 6,de Valencia. dictada en procedi"
miento sobre reclaqztJcióR desatarlos. Supuesta.vulneración
del principio de igualdad: plus de trabajo nocturno no
di~(:riminatorio por razón·de sexo.

La. Sala ~unda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
F~a~clsco RU~lO Llorente, Presidente en funciones; don Eugenio Díaz
Elm", don MIguel Rodriguez.Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de
los Mozos y de los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo y don José
Oabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA·

En el recurso de amparo núm. 1.191/1989, promovido por el
Abogado del Ilustre Colegio de Madrid don Juan carlos Montero
GÓmez,. en nombre y representación 'propias, frente a la Sentencia de
la MagIstratura de Trabajo -hoy Juzga<lo de lo Social- núm. 6 de
Valencia de 26 de marzo de 1987, dictada en procedimiento sobre

contuviera un prOnunciamiento contrario a una entidad en liquidación
hasta la conclusión del procedimiento liquidatorio. Pero nI seguros
«Mediodía» ni la CLEA asistieron a la vista, en la que el· Ministerio
Fiscal, además, interesó que la responsabilidad civil subsidiaria recayera
en el Consorcio' de Compensación de Seguros, sÍn mencionar a la aquí
actora. Por último, la Sentencia sólo en el fallo aludió a la tesponsabIli.
dad de la CLEA para declararla sin expresar ninguna fundamentación en
Derecho de la que se dedujera esa decisión..

Y la Sentencia del Juzgado de Instrucción, al haberse planteado la
cuestión en términos inequívocos por la actora en el trámite de
apelación, no podía limitar todos sus fundamentos '8 una remisión a los
de la Sentencia apelada puesto que ésta, mngUllo contenía respecto de
dicha cuestión, nueva en la segunda instancia. Así ésta ha sido decidida
sin ninguna motivación expresa y jurídicameotefundada; ello vulnera
el derecho fundamental de la recurrente a la ·tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE.).

5. Como motivo de amparo subsi<liario,1a actora alega la infrac­
ción de su derecho a la igualdad en la ~pliéa~ión judicial de la Ley
(art. 14 CE.). Pero su argumentación al respecto RO descansa en la
comparación con otras resoluciones qictadas por .el mismo. órgano
jurisdiccional al !lue se imputa la inf~i6n .citada (STC 146/1990,
fundamento jurídIco' 3.°) nI. en a~sencia de fundamentación. puede
basarse en que. se bayan tomado en considemción al aplicar la norina
circunstancias que, según ésta. no debieran ser relevantes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFI~RE. LA CONSTITUCiÓN DE·LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar en parte el recurso de amparo interpuesto y consecuente-
mente: ...

1.0 Declarar el derecho de la recurrenteaobte~er una resolución
judicial fundada en Derecho. " '"

2.° Anular la Sentencia dictada por el Juzgado de Instrucción de
Navalmoral de la Mata elide diciembre de 1988, conflTD1atorla en
apelación de la pronunciada por el Juzgado de Distrito de Jarandina de
la Vera el 26 de abril del mIsmo año.

3.° Reppner las actuaciones al momento inmediatamente anterior
_al de pronunciarse la Sentencia de apelación. Para que se dicte otra que

. se pronuncie motivadamente sobre la responsabilidad civil de la entidad
que aquí recurre.

Publiquése esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a nueve de marzo de mil novecientos noventa y
dos.-Francisco Rubio Llorente.~Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodrí·
guez.Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-JOSé Oabaldón López.-FlTInados y
rubricados.

reclamación de salarios. Ha intervenido el Ministerio -Fiscal· y ha sido
Ponente el Magistrado don José Luis de los Mozos y de los Mozos, quien
expresa el parecer de la Sala. '

I. Antecedentes
. 1. Don Juan Carlos Moreno Oómez, en su propio nombre y
representación. mediante escrito registrado en este Tribunal el día 23 de
junio de 1989 interpone recurso de amparo contra el Auto de la Sala
Pnmera d~1 TTlbunal central de Trahl!io de8 de mayo de 1989 que
declara la ImprocedenCIa del recurso de suplicaeión fOTlDulado contra la
SentencIa. dIctada por la MagIstratuF8 de Trabajo núm. 6 de Valenoia de
26 de marzo de 1987 en. autos sobre reclamación de salarios.

.. 2. La demanda de amparo se basa, en síntesis. en los siguientes
hechos:

a) El recurrente presentó demanda ante la Magistratura de Trabajo'
contra la Compañía Telefónica Nacional de España (CTNE) ..,para la
que prestaba sus servicios como auxiliar administrativo desde diCiembre
dé 1983.." reclamando la cantidad de 6.147 pesetas cOmo compensación
económica por el uso de transporte nocturno durante los veintidós días
del mes de septiembre de 1984 en los que salió de trahl!iar a las veintitrés
horas.

.,
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b) Como dicho plus de transporte se concedía, en el Convenio
Colectivo de la CTNE vi,gente para el año 1984, -y desde el de 1979-,
a todo el personal femenino cuyo tumo de trabajo se iniciara o finalizara
entre las, veintritrésboras 'Y las cinco horas del día siguiente, el actor
fundamentaba su pretensión en considerar dicha- norma discriminatoria.

~) La.Sentencia de la Magistratura de Trabl\io -hoy Juzgad~ d~ lo
Soclal- numo 6 de ValencIa de 26 de marzo de 1986 desesllmo la
demanda interpuesta pór don Jua~ Carlos Moreno Gómez y absolvió de
la misma a la CTNE. Se argumentó para excluir el carácter discriminato­
rio del disfrute exclusivo por las mujeres del plus controvertido, de un
lado, Que-el mismo había sido establecido en Convenio Colectivo; en
consecuencia., «a, nadie, ,escapa», se afinna expresamente, «Que la
inc1usiónde ese pJusno lo fue de--una forma gratuita o accidental, sino
atendiendo indudablemente a unos motivos que se estimaron de
suficiente entidad para servirle de sustento». En el momento en que se
pactó la norma, existían imJ.X>rtantes diferencias entre una mujer y un
hombre que debieran transitar por una ciudad «a altas horas de la
noche». Al respecto, «en1aprimera existía una conciencia de inseguri­
dad ante posible ataque, más o menos probable según la ciudad y la
zona, pero siempre··1atentes, basados precisamente por 11lzón de sexo,
inseguridad ésta de la. que no se sentia afectado el hombr.... esta,
circunstancia· «compelía a la' primera a tener que desistir de emplear
medios de comunicaci'Ón~que, durante e) día podían ser perfectamente
utilizados y sustituirlos.por otros rnásseguros, aunque más caros que la
llevaran de. puerta a puerta». Concluye el Magistrado que «con e\
devenir de los tiempos, y por desgracia, la posición de una y otro ante
la situación contemplada se ha ido equiparando», lo que ha provocado
la acomodación de la norma a la nueva realidad, con extensión del plus
a todos los trabajadores.

d) Recurrida en suplicación dicha Sentencia por el aCtor, el Auto de
la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo de 8 de mayo de 1989,
declaró la im,procedencia del recurso por razón de la cuantía y la finneza
de la Sentencia de instancia.

e) En el XIII Convenio Colectivo de la CTNE -publicado en el
«Boletín Oficial del Estado» de 30 de abril de 1985- el plus se extendió
a todos los trabaja»0res. .

3. La demanda de amparo invoca la vulneración del· derecho de
igualdad ante la ley yno discriminación por razón de sexo, de los
arts. 14 y 35. e.E.

El solicitante de ,amparo se considera objeto de un tratamiento
diferenciado al no habérsele reconocido por los órganos judiciales el
derecho al plus de transporte nocturno que perciben las mujeres que
trabajan en su empresa. La justificación esgrimida por la Sentencia para
llegar a tal conclusión dista mucho, a su juido, de ser suficiente. De un
lado, la circunstancia. de que el disfrute exclusivo por las mujeres se

. encuentre recogido en un Convenio Colectivo no Justifica adecuada~
mente la diferenciación ya que «nunca puede pactarse en contra· de la
Constitución Española»-. De otro, la «conciencia de inseguridad»' no es
un privilegio de las mujeres ya que «se encuadra dentro de unos
términos completamente personales y psicológicos,· es decir, indepen~
dientemente del sexo de· la persona en· cuestión». De este modo, «la
Sentencia ha motivado su fallo en apreciaciones totalmente de tipo
subjetivo y completamente personales del Juzgador».

4. Acreditada fahacientemente por el solicitante de amparo la fecha
de notificación de la resolución judicial impugnada en cumplimiento de
la providencia de la Sección Tercera de este Tribunal de 16 de octubre
de 1989, la referida sección acordó, en providencia de 11 de diciembre
de 1989, admitir a trámite la demanda, requerir el envío de las
actuaciones y solicitar el emplazamiento de los que fueron parte en el
proceso precedente.

5. Recibidas las actuaciones judiciales, por providencia de 5 de
febrero de 1990 se acusó recibo de ellas y, de conformidad con lo
preceptuado en el 3It 52.\ de la LOTC, se otorgó un plazo común de
veinte días al solicitante de amparo y al Ministerio Fiscal para que
presentaran las oportunas alegaciones. -

6. La parte actora, mediante escrito pesentado el 23 de febrero
de 1990, dio por reproducidos los motivos y fundamentos de Derecho
Consignado en la demanda.

7. El Ministerio Fiscal; tras efectuar un breve resumen de los
antecedentes, destaca, ante todo, que la infracción del arto 35 CE no
puede ser examinada al no tratarse de un precepto susceptible de
amparo -art. 41.1 de la LOTC-. Por otra parte, resulta insospechado que
en la demanda no se considere vulnerado el derecho de acceso al recurso
del art.. 24.1 e.E.· pues aunque el Tribunal Central de Trabajó se basó,
para IDadrnJt1r el recurso de suplicaCIón, entre otros argumentos, en no
h~ber resultado probado que la c':lestió~ debatida afectara a un gran
numero de trabajadores, la Sentenc18 de IDstancia declaraba lo contrario
y además la citada afectación podía considerarse notoria al tratarse de
la CTNE. Sin embargo, al no haberse alegado nada al respecto por el
demandante, el. Fiscal opta por limitar su' informe a la presunta lesión
del derech? ~ la igualdad. En este último terreno, la argumentación de
la Sentencia Impugnada que encuentra justificación de la diferencia de
trato en el hecho de haber sido pactada en un Convenio Colectivo no

puede admitirse constitucionalm.ente:«.Jueces y Tribunales cuando
resulta alegada la contradicción entre lo pactado colectivamente y un
derecho fundamental vienen obliga:dos a examinar dicha contradicción»
(SSTC 20711987,56(1988, 166(1988 y 177(1988).

De otra parte, se,ún constante dóctrinade este Tribun¡ll¡ es necesario
tomar en consideración, cuando se denuncia la referida lesion del art. 14
C.E., si concurre alguna causa Que justifique el tratamiento difere,nte que
se alega. Resulta preciso «rastrear» la Sentencia impugnada ya Que Quizá
se encuentre en ella alguna de las razones esgrimidas por STC 128(1987
para justificar tratos más favorables hacia las mujeres.' Al respecto, es
claro que entre 1975 y 1985 existe tratamiento diferente entre hombres
y mujeres respecto al plus de transporte. Desde luego, «una empresa no
viene obligada a subvencionar los gastos de transporte de sus empleados,
salvo cuando excepcionalmente se constate alguna razón bastante, sea
ésta de carácter.ob)etivo o como en el caso de autos la concurrencia de
un factor presumible de peligrosidad atendidas a las circunstancias
subjetivas de todos o de parte de sus trabajadores». El «factor de
presunción subjetiva del ámbito urbano nocturno para las mujeres es,
pues, la razón de existencia de'la norma y, que forzosamente. ha de
entenderse como una categoría de reflexión sociológica temporal refe­
rido a su nacimíento y vigencia (1975-1984»>, sin que pueda negarse «el
deterioro del hábitat cíudadano nocturno» que ha sido finalmente
reconocido ~r la norma a' extender el plus a todos los trabajadores.

En defimtiva, concluye el Ministerio Fiscal, aunque se conSIdere Que
existe discriminación, tal Qiscriminaci6n «ya cesada, dado su origen y
naturaleza, su difuminaciónimposible de precisar en el tiempo ysu
ámbito de negociación colectiva, aparece justificada en su ratim., sin que
parezca posible considerar rotundamente vulnerado el derecho del arto
14 e.E. por todo lo cual se interesa se dicte Sentencia deselltimando el
recurso de amparo.

8. Por providencia de 10 de diciembre de 1991 se señaló para
deliberacióri y votación de la presente Sentencia el día 13 de enero del
año en curso, quedando concluida en el día de la fecha.

11. Fundamentos juridlcos

1. La presente demanda de amparo se dili~e formalmente tanto
frente a la Sentencia de la Magistratura de TrabajO núm. 6de Valencia
de 26 de marzo de 1987 como contra el Auto de la Sala Primera del
Tribunal Central de Trabajo de 8 de mayo de 1989, que inadmitió por
razón de la cuantía' el recurso de suplicación interpuesto contra aquélla
por el ahora recurrente, Sin embargo, al no imputarse al Aoto del
Tribunai Central lesión alguna de derechos fundamentales, es claro que
su impugnación carece materialmente de significación autónoma por lo
Que nuestro examen ha de limitarse a las que se refieren a la Sentencia
de' la Magistratura. Y dentro de ellas, exclusivamente a la vulneración
del derecho comagrado en el arto 14 e.E. toda vez que su arto 35 -que
también se reputa infringido por la Sentencia impugnada- no es
precepto cuyas violaciones sean susceptibles de ser protegidas a través
del recurso de amparo, conforme a lo preceptuado en los arts. 53.2 e.E.
y 41.1 de la LOTe. La demanda no se reduce, sin embargo, a solicitar
simplemente la anulación de decisiones judiciales.

A partir de los hechos y 'en razón de los fundamentos que hemos
resumido en los Antecedentes, el recurrente· pide que declaremos la
inconstitucionalidad (sic) del Auto y Sentencia impugnados, que reco­
nozcamos su derecho a percibir el plus de transporte que se le hubiera
abonado de haber sido mujer y, por último, que declaremos también la
insconstitucionalidad de la cláusula convencional que establece dicho
plus incurriendo con ello en discriminación.

Se trata, en consecuencia, de una pretensión compleja entre cuyos
términos hay además una aparente contradicción: si la cláusula Que
establece el' plus de trans{J<?rte es anulada desaparece la norma que
concede el derecho a,perciblrlo y·se hace imposible reconocer tal derecho
al actor, pues, corno es obvio, si anulamos tal cláusula, el derecho que
pretelJde carecería de todo apoyo normativo. Aun prescindiendo de esto,
hay que recordar el hecho de que el recurso de amparo no es un recurso
directo contra normas de cualquier origen, sino un instrumento procesal
para la defensa de los derechos fundamentales, a través del cual no
puede pedirse sino la anulación de aquellos actos o normas a los que se
imputa la lesión de esos derechos y cuya anulación sea indispensable
para restablecer al recurrente en' el pleno goce de'los mismos. Sólo en el
caso d.e estimar el amparo tendríamos que declarar inaplicable la norma
convencional por contraria al ·art. )4 C.E. para poder asegurar un
tratamiento no discriminatorio por razón de sexo a la pretensión salarial
que fue denegada por el órgano judicial.

Por lo dicho, la petición de que declaremos la inconstitucionalidad
,de la cláusula convencional no puede ser considerada como una petición
autónoma y nuestro análisis ha de reducirse a los dos restantes, cuya
conexión es tan evidente que vienen en cierto sentido a confundirse.

2. El problema de iguaidad que ~lantea la Sentencia de la Magistra­
tura dc Trabajo núm. 6 de ValenCIa de 26 de marzo de 1987 hace
refer~ncia al disfrute de una.determinada ventaja económica sólo por los
tra~aJadores de sexo femeDIDo de una determinada empresa. En efecto,
s~gun . ~e desprende de los hechos declarados probados, una misma
sItuaclOn como es la prestación de servicios en tumo de noche venía
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siendo tratada en la Compailía Telefónica Nacional de Espaila -desde
un acuerdo dé la dirección de la empresa del ailo 1975 referido a las
trabajadoras encuadradas en "el grupo 8.°, posteriormente recogido y
extendido al resto de las trabajadoras por los Convenios Colectivos
aplicable....de forma diferente en función del sexo del trabajador que los
prestaba. Cuando se trataba de una mujer. percibía un plus por entrada
o salida de tumos nocturnos, dirigido -según se desprende del citado
acuerdo que obra en las actuaciones- a facilitar a las empleadas el
desplazamiento desde el centro de trabajo a sus domicilios. Por el
contrario, los hombres no han percibido esta compensación hasta la
aprobación del Convenio de 1985 en el que se exttende el derecho a
todos los trabajado.....

Ante esta situación, el ahora recurrente formuló demanda contra la
empresa, reclamando la percepción de determinadas cantidades en
concepto de plus por entrada o, salida de turnos nocturnos y apoyando
su pretensión en el carácter discriminatorio de la atribución de la
pcrcepciónexclusivamente'a las m\1jeres trabajadoras. El Magistrado de
Trabajo, sin embargo, desestimó la demanda entendiendo que la
diferencia de trato se encontraba suficientemente justificada. Así pues,
el problema que en este punto helllOS de dilucidar es el de si la Senten­
cia de la Magistratura de Trl;lbajo se adecua o no a las exigencias
del arto 14 C.E. .

A esta cuestión, el Magistrado de Trabajo ha contestado de fonna
afirmativa por entender que la diferencia de trato entre las mujeres -que
h perciben- y el recurrente -que no la percibe- se encuentra Justificada
en términos objetiv.os y razonables. Ante todo, parece afirmar Que la
misma se encuentra justificada por el hecho de haber sido establecida en
un Convenio Colectivo resultado de la libre negociación entre la
empresa y los representantes de los trabajadores. Esta circunstancia le
lleva a entender que «la inclusión de ese plus en favor del personal
femenino no lo fue de una forma gratuita o accidental, sino atendiendo
indudablemente a unos motivos que se estimaron de suficiente entidad
para servirle de sustento. '

Es claro, sin embargo, que no basta constatar Que una diferencia de.
trato seen~uentra establecida, en Q;mvenio Colectivo para llegar a la
conclusión de que la misma aparece justificada y se adecua a las
exigencias del arto 14 c.E. Como ya hl'tllos seilalado con anterioridad «el
Convenio Colectivo, en cuanto tiene valor normativo y se inscribe en el
sistema de fuentes, ha de someterse a las normas de mayor rango
jerárquico y ha de respetar el cuadro de derechos fundamentales
acogidos en nuestra Constitución y, en concreto, las exigencias indecli~
nables del derecho a la igualdad y a,la no discriminaCiÓn». y ello sin
perjuicio de que este último derecho no pueda tener respecto a la
negociación colectiva -en cuanto manifestación de la autonomía pri~

vada- «el mismo alcance que en otros contextos» (STC 177/1988,
fundamento jurídico 4..°) toda vez que «el respeto de la igualdad ante la
ley se impone a los órganos del poder públtco, pero no a los sujetos
privados,' cuya autonomía está limitada sólo por la prohibición de
incurrir endlSCfiminaciones contrari¡¡s al orden público CQnstitucional,
como son, entre otras, las que expresamente se" iridican en 'el arto c.E.»
(STC 108/1989, fundamento jurídico 1.0).

A la luz de esta doctrina, no puede aceptarse la suerte de1Jresunclon
que se establece 'en la Sentencia impugnada. Si el Convenio Colectivo
puede ser lesivo del derecho del arto 14 C.E., la existencia de una previa
negociación entre los representantes de las partes no permite concluir
que el trato diferente que aquél establezca responde «indudablemente a
unos motivos que se estimaron de suficiente entidad para servirle de
sustcntQ).

3. El órgano judicial se ha cuidado de añadir otra razón que, en su
oponión, excluiría la existencia de desigualdad. A juicio de la Magistra·
tura-que comparte también el Ministerio Fiscal- el trabajo nocturno no
plantea los mismos problemas para varones y mujeres. Y siendo distinta
la situación de los trabajadores de ambos sexos ante el fenómeno; no es,
en definitiva, aplicable el arto 14 C.E. Para el Magistrado de Trabajo, el
que el plus de transpone nocturno se otorgue -por la cláusula que el
recurrente tacha de discriminatoria.:. sólo a los trabajadores de sexo
femenino viene justificado por razones de carácter, sociológico. En
concreto, por el mayor riesgo o conciencia de inselJuridad de la mujer
respecto del hombre durante la noche, ante la posibIlidad de un ataque,
lo cu~lle induciría a tener que utilizar medios de transporte más seguros
-y más caros- que los que podía utilizar durante el día. Dicho de otro
modo, tal y como lo manifiesta el Ministerio Fiscal, es el factor de
presunción subjetiva de la peligrosidad del ámbito urbano para las
mujeres -en mayor medida que para los hombres- la razón de la
existencia de la norma -convencional, en este caso.
-. La conexión de la norma convencional con la peligrosidad del
ámbito urbano nocturno no pennite, sin etnbaf$o, justificar la atribu·
ción exclusiva del plus de transporte a las trabajadoras.

Aun admitiendo que ésta sea, efectivamente, la razón de ser de la
norma y aún admitiendo, incluso, que es certero el juicio del juzgador
de instancia de acuerdo c.oo el cual, como queda dicho, en la época en
que aun tenía vigencia la 'Cláusula convencional en cuestión era mayor
el peligro real, o la percepción del peliwo, en las mujeres que en los
hombres, no es constitucionalmente lícito determinar el régimen jurí~

dico de una relación laboral en atención, exclusivamente, al sexo de los

trabajadores. Si 10 que se pretendió era realmente, como J?8RCC
verosímil, proteger al tra~jador cqntta riesgos en sus desplazamientos
nocturnos en esos ténmnos debiÓ formularse, pues de ese modo,
aunque e~ su aplicación concreta el sexo, ,del ,tra~jador p~diera. ser
conSiderado como un factor relevante para apreciar la eXistencia o
inexistencia de peligrosidad, no quedaba excluida a priori toda posibili­
dad de que se atribuyese también el plus de transporte a los trabajadores
varones o incluso que, eventualmente, se nesase éste a !rabaJad<:>ras
cuyas restantes citcunsta!lcias pennitiesen" negar la exis~encla de peligro
alguno en sus desplazaml'entos aocturnos. Una cosa es tomar en cuenta
el sexo de las personas como circunstancia fáctica relevante en la
apJicaCÍón de las normas y otra, bien distinta, transfonnar la condición
de hómbre o mujer en una categoría jurídica, en razón de la cual se
otorga o se nieglÍ un derecho laboral. .

El arto 14 C.E. persigue la interdicción de de.terminadas diferenCIas
contrarias a la dignidad de l~ persona, en!~ las que, se encuentra la
expresa prohibición de la ,discriminac,ión ¡J)Or razón de -sexo ~ST.C
19¡1989),10 que impide, en principio, cQnsid~rar al se~ocomo cnte~o
de diferenciación en el ámbitó del emp~ S'. las condiciones de trabaJo,
:y,se Jraduce, pórello en un mandato de p~rificación que ~':"Ctientra su
con""llraCión legal enel.art. 17.1 del Est¡íl~ode 10s.TrabllJad~res que
:dedara nulas y sin ,efecto las cláusulas de los Conventos Colectivos que
contengan discriminaciones «favorables o adversas... pOr circunsta~clas
de sexo». No obstante, este Tribunal ha entendido que la referencla,al
sexo en elart. 14 c.E. implica también la decisión constitucional de
acabar con una histórica situación de infedoridad atribuida a la mujer

. también en el ámbito del empleo y las condicfones de trabajo, por lo que
son constitucionalmente legítimas aquellas medidas que tienden a
compensar luna desigualdad real de partida. de modo que el precepto
constitucional que prohíbe la discriminación~t razón de.sex~ ha de ser
interpretado sistemáticamente con ottos prec~ptos constltuCIO?a~eS, en
particular con el arto 9.2 C.E." que obltl!ll a los poderes pubhcos a
promover las condiciones para que la igualdad de las mujeres en
relación con los hombres sea re~ efettiva. Por eso, como, ha ,diCho la
STC 216/1991 «no puede reputarse discriminatoria y constitucional­
mente prohibida -antes al contrario- la acción de favorecimiento,
siquiera temporal, que aquellos poderes (públicos) emprend!ln en
beneficio de determinados colectivos, históricamente desprotegldos y ,
marginados; a flh de que, mediante un trato 'especial más favorable,
vean suavizada o com~nsada su situación de desigualdad sustancial»
(fundamento juridico 5.°).

De este ~odo, la prohibición de la discriminación por razón de sexo
admite la existencia de medidas singulares en favor de la mujer, que
traten de corregir una "5ituación desigual de' partida, como son las
medidas de acción positivas o similares, pero, al, mismo tiempo, exis:e
la eliminación, en principio, de las normas protectores del trabajo
femenino, y que pueden suponer en sí mismas un obstáculo para el
acceso real de la mujer al empleo en igualdad de condiciones de trabajo
con los varones. Ha de valorarse, en' consecuencia, si Ja, nonna
convencional es una. norma «protectora», que responde a una considera­
ción no igual de la mujer como trabajadora y quet por ello, sería
constitucionalmente ilegítima o, al contrario, es una medida tendente a
coml."'nsar una desigualdad de partida y que trata de lograr una igualdad
efectiva de acceso y de mantenimiento del empleo de la mujer en
relación con el varón.

No existen elementos, ni en los antecedentes de la norma con"encio~

nal, ni en la resolución judicial que pennitan entender que estamos ante
una medida establecida para favorecer la promoción del trabajo de la
mujer, sino más bien, al conectarse la norma convencional con la
eventual peligrosidad del transporte por la noche, se parte de una noción
diferenciadora de la mujer a la que se supone sujeta aunas riesgos que
nunca amenazan al varón, y por ello mismo, ha de calificarse como de
una ,norma protectora ,en 'favor de la mujer, y desde esaperspeetiva ha
de examinarse si la misma es compatible con el mandato de parificación
del arto 14 C.E., que es precisamente el instrumento más directo para
lograr la igualdad entre los sexos.

La interpretación que el juez a qua hace del arto 14 C.E. y las
consecuencias que extrae respecto de fa cláusula convencional son, en
consecuencia, erróneas.

4. Del mencionado error no se sigue, no obstante, necesariamente,
que su decisión haya de ser anulada. .

La crítica que, desde el punto de vista de la igualdad de los sexos,
hacía el actor ante el Juzgado de lo Social era, en efecto, el fundamento
en el que apoyaba su petición de que se le reconociese el' derecho a
percibir un.a determinada suma en concepto de plus de transporte, y de
la ~eficien~ia constitucional de la citada cláusula no. se' sigue esa
consecuenCia. .

La norma standard, el régimen común de la relación laboral regulada
en el Convenio, es la de que no se abonan los gastos de transporte por
el desplazamiento entre el centro de trabajo y el domicilio del trabaja­
dor, y el vicio que se denuncia en la cláu!wa convencional .y del que,
efectivamente.! adolece, es, el de excepeionarese régim~n común en
Virtud, exclUSivamente del sexo de qUJenes'prestan'servicio durante la
noche. La ·lesión de la igualdad no se produce, en consecuencia, porque
se impongan a los trabajado~s varones obligaciones o cargas que no
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pesan sobre sus compañeras, sino por no hacerles participar tamQiéil del
derecho que a éstas se otorga. La satisfacción de la pretensión que ,el
actor dedujo ante el Juzgado de lo Social no podia lograrse en
consecuenCIa, como hubiera ocurrido en este último supu~sto, mediante
la inaplicación de la norma que mantiene un privilegio en favor de las
mujeres, no tanto como norn1a discriminatoria sino como norma
protectora, mediante la extensión de este privilegio. lo que implicaría, en
el presente caso, crear una norma nueva. cuya formulación concreta no
podría hacerse, además, sino en ténninos muy inciertos.

El actor pretendió, entonces, como aqpra ante nosotros, que el Juez
aceptase la hipótesis de que el desplazamiento en los medios ordinarios
de transporte: durante la noche ocasionaba siempre riesgos inexistentes
en los desplazamientos diurnos (una hipótesis sin la cual se quebraría la
unidad entre los trabajadores del día y los de la noche), pero que nega"",
por el contrario, la presunción de que esos riesgos afectan a las mujeres,
pero nQ a los hombres. Es cierto que. esta presunción utiliza, a diferencia
de aquella hipótesis, un cri~rio explícitamente prohibido por la Consti~
tución, pero, como es bien SIlbido, el principio de igualdad no "" agota
en la interdicción de determinados criterios·de diferenciación, sino -Que
exige sobre todó que no se establezcan diferenciac~ones que carezcan de
una justificación rázonable, objetiva y congruente con la finalidad de la
norma. Para respetar ese prinCIpio, de acuerdo con su propio y plausible
entendimiento de tal finalidad, el Juez se habria visto obligado a poner

en cuestión tanto la hipótesis como la presunción y a establecer en
consecuencia, ex novo, un régimen distinto para el plus de transporte,
cuya aplicación al recurrente, no hubiera cónducido, necesariamente, a
otorgarle el derecho por su extensión a todos los trabajadores con
independencia de sq, sexo. La pretensión del recurrente no podía en
consecuencia ser atendida en sus propios términos ysu desestimación
no violó su derecho a la igualdad.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribuq,al Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓJ'll
ESPAÑOLA,

Ha decidido
Denegar el ampa!o solicitado por don Juan Carlos Moreno GÓmez.
Publíquese esta sentencia en el «Boletín Ofic~al del Estado».

Dada en Madrid, a nueve de marzo de mil novecientos noventa y
dos.-Franciseo Rubio Llorente.-Euge..io Diaz Eimil.-Miguel Rodrí·
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodriguez Bereijo.-José Oabaldón López.-Flrmados Y
rubricados.

la siguiente

La Sala Se$Unda de"Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uorente,' Presidente en funciones; don Eugenio Diaz
Eimil, don Miguel Rodríguez~Piñero y Bravo~Ferrer, don José Luis de
los Mozos y de los MOZ0S. don Alvaro Rodriguez Bereijo y don José
Oabaldón López, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 1.759/1989. interpuesto por doña

Josefina Marzoa Loureda, representada por don Antonio Muñoz Fer·
nández y asistida del Letrado don Osear Baeza Chibel, contrll la
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Oalicia que estimó el
lecurso de suplicación interpúesto contra la dictada por el Juzgado de lo
Social núm. l de La Coruña, y el Instituto Nacional de la segUridad
Social, representado por la Procuradora doña Ana María Ruiz de
Velaseo, y asistido del Letraolo don Juan Manuel Sauri Manzano. Ha
sido Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez Piñero, quien expresa
el parecer de la Sala.

J. Antecedentes

1. El 21 de agosto 4e 1989 tuvo entrada en el registro de este
tribunal un escrito de doña iosefina Marzoa Loureda solicitando el
reconocimiento del beneficio procesal de pobreza y designación de
Abogado y Procurador de oficio para formalizar demanda de amparo
contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 27 de
junio de 1989. .

. Seguida la oportuna tramitación, la Sección Tercera dietó providen~
cla de 23 de octubre de 1989 teniendo por designados a don Antonio
M~ñoz Fernández, como Procurador y a don Osear Rubén Baeza
Chlbel, como Abogado, concediéndoles un plazo de veinte dias para la
formalización de la 4emanda. La demanda de amparo fue presentada el
19 de marzo de 1990. .

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:
a) Doña Josefina Marzca convivió maritalmente desde 1972 con

don Francisco López Fernánd.ez.
b) En elmes de febrero de 1986, con base en la Ley 30/1981, de 7

de julio, la actora inició los correspondientes trámites judiciales destina~

dos a obtener el divorcio de su marido y así regularizar su relación con
quien convivía de hecho.

e) Acaecido el fallecimiento de don Francisco López Fernández en
octubre de 1987, la actora solicitó ante el Instituto Nacional de la
Seguridad Social (INSS) el reconocimiento de la pensión de viudedad.

Dicha solicitud le fue denegada por no existir vínculo matrimonial,
haber ocurrido el óbito con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley
30/1981 y no serie de aplicación, por tanto, la Disposición adicional
décima, 2, de dicha Ley.

d) Formulada demanda ante el Juzgado de lo Social núm. 1 de La
Coruña, la pretensión fue estimada por Sentencia de 25 de abril de 1989.

e) Interpuesto por ellNSS recurso de suplicación, fue estimado por
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Oalicia de 27 de junio de 1989, al apreciar que no sólo se había
producido el fallecimiento con posteriondad a la entrada en vigor de la
Ley 30/1981, sino que la aetora no habia acreditado su voluntad de
regularizar su situación, pues no se consideraba ,prueba ·suficiente el
haber planteado demanda de separación una vez transcurridos más de
cuatro años y medio desdé la entrada en vigor de la referida Ley.

3. Contra esta última Sentencia se interpuso recurso de amparo por
presunta vulneración de los arts. 14,24.1 y 25.1 de la Constitución. A
juicio de la demandante, el órgano judicial ha realizado una interpreta­
ción arbitraria y discrió1inadora de la Disposición adicional dé<:ima. 2.
de la Ley 30/1981, al entender que la medida regulada y establecida con
carácter retroactivo ha sido interpretada de una manera restrictiva y
excluyente, hltroduciendo un plazo de caducidad dentro del cual la
pareja hubiera debido legalizar su situación, de tal forma que, de no
haberlo logrado dentro de tal· plazo, se declara caducado el derecho
otorgado por la \..ey. Conclusión que no puede deducirse de la Ley, de
la que úmcamente deriva la voluntad del legislador de que las UDlones
de hecho tiendan a regularizar su situación, pero sin establecer con ello
una condición resolutoria para que dicha regularización se produzca en
un determinado plazo. .

En definitiva, considera la recurrente que el factor discriminador
introducido por la Sentencia recurrida carece de todo fundamento legal
y constituye una violación del principio de igualdad ante la Ley
proclamado en el arto 14 de la Constitución y de la garantía del debido
proceso por arbitrariedad, recogido en el arto 24.1 del Texto constitucio­
nal, así como una ·violación del arto 25, al declarar la caducidad de un
derecho por omisión de una condición que, al tiempo de producirse. no
constituía infracción ni omisión extintiva de derechos.

De acuerdo con ello. la demandante en amparo solicita se declare la
nulidad de la Senlencia del Tribunal Superior de Justicia de Oalicia de
27 de junio de 1989 y de las resoluciones administrativas de las que trae
su causa el presente recurso, así como el reconocimiento de su derecho
a percibir la pensión de viudedad en condiciones de igualdad.

4. Tras la apertura del trámite de admisión, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda y solicitar del Tribunal Superior. de
Justicia de Oalícia y del Juzgado de lo Social núm. I de La Coruña el
envío de las actuaciones, así como. de éste último, la citación de quienes
hubiesen sido parte en el proceso.

Ha comparecido la Procuradora de los Tribunales doña Ana María
Ruiz de Velaseo. en representación del Instituto Nacional de la
Seguridad Social (INSS).

Por providencia de 18 de junio de 1990 la Sección concedió un plazo
comúl1 de veinte. días a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para
la formulación de alegaciones. '

En su escrito de alegaciones la recurrente reitera y da por reproduci~

das las alegaciones contenidas. en la demanda. .

Sala Segunda. Sentencia 29/1992, de 9 de marzo. Recurso
de amparo 1.759/1989. Contra Sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de.Galicia, estimatoria de recurso de
suplicación, contra la dictada por el Juzgado de lo Social
número 1 de La COrlHiD sobre pensión de viudedad.
Supuesta vulneración del principio de i$Ualdad: derecho a
pensión de viudedad derivado (le convIvencia extramatri­
monia/.
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